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No termina de dimensionarse toda la gravedad del
cobarde ataque sufrido por la ministra de Cien-
cia, Ximena Lincolao, en la Universidad Austral,
en Valdivia. Ciertamente, no es ella la primera

figura pública víctima de la violencia facciosa que se ha insta-
lado en distintos planteles de educación superior. El propio
Presidente Kast, en 2018, fue agredido con patadas en la Uni-
versidad Arturo Prat, de Iquique, en tanto que años después,
en 2023, el exdirector del INDH Sergio Micco era “funado”
en la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, por
estudiantes de izquierda. Esos y otros casos han tenido como
patrón la cancelación, el intento de impedir la expresión de
ciertas ideas en un recinto universitario. Igual intolerancia
—negación del concepto mis-
mo de universidad— animó a
los atacantes de la secretaria
de Estado, pero estos fueron
aún más allá: a las agresiones
físicas y los insultos —algu-
nos, de vergonzosa connota-
ción racista—, sumaron el hecho de haberla mantenido du-
rante más de dos horas retenida en el Aula Magna del plantel.
Ella definió la situación como un “secuestro” y, aunque la
palabra parece fuerte, es el término con que la Real Academia
denomina a la acción de retener indebidamente a alguien. 

Y por lo mismo, porque se trató de un acto de alcance
extremo, queda aún más patente la debilidad de las explica-
ciones que hasta ahora ha entregado el rector de la universi-
dad respecto de la forma en que se enfrentó la situación, tanto
en lo que se refiere a las medidas de seguridad previas como
en las decisiones adoptadas una vez desencadenados los he-
chos. En particular, es necesaria una aclaración más precisa
respecto de por qué se descartó la intervención de la fuerza
pública. Cuando se está perpetrando un delito violento, la
disposición al diálogo no puede confundirse con la indolen-
cia o la tolerancia frente a lo inaceptable. Tal confusión ha
sido en parte responsable de la degradación de la vida uni-
versitaria en el país, donde grupos extremos suelen imponer
sus términos al resto de la comunidad académica. La ambi-

gua declaración emitida por la Federación de Estudiantes, de
tendencia socialista, resume la actitud medrosa de quienes no
comparten esa radicalidad, pero temen confrontarla. 

El alcance de los hechos, sin embargo, va más allá del
mundo universitario. No resulta casual que la ministra de un
gobierno como el de Kast haya sido la víctima de un acto de
violencia política organizada. Desde luego, es casi grotesco el
contraste entre la pasividad que caracterizó a parte del movi-
miento universitario durante la administración Boric y su re-
pentina activación luego del 11 de marzo. Lo complejo, sin
embargo, es lo que subyace a esa actitud: no simplemente la
mayor distancia ideológica respecto de un gobierno, sino una
visión profundamente antidemocrática, según la cual un sec-

tor político, la derecha, no ten-
dría legitimidad para gober-
nar, por más que la ciudada-
nía le haya entregado su voto.
Ese convencimiento fue la
música de fondo que acompa-
ñó a las protestas de 2019 y a la

pretensión de impedir que Sebastián Piñera terminara su
mandato, ofensiva en la que se embarcaron incluso los parti-
dos de la ex-Concertación. Ahora es también lo que asoma en
la agresión contra la ministra. Debe reconocerse que esta vez
voces de todos los sectores relevantes han expresado su re-
chazo al ataque. Sin embargo, imposible es no preguntarse
hasta qué punto el discurso que en estas semanas el PC, el
Frente Amplio y hasta algunos parlamentarios socialistas
han levantado contra la administración Kast, llegando a afir-
mar que pondría en riesgo la democracia, no es justamente el
abono para el resurgimiento de una violencia como la que se
vio en Valdivia. 

Con todo, estos hechos sí debieran tener al menos un
efecto clarificador: en días en que una parte de la izquierda,
con frivolidad irresponsable, usa una y otra vez el término
“ultraderecha” para descalificar al Gobierno, los atacantes de
la Universidad Austral han venido a recordarle al país lo que
es, en verdad, el ultrismo y en qué lugar del espectro político
hoy se aloja. 
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Violencia política contra una ministra

El Crédito con Aval del Estado (CAE) fue creado en
2005, con un objetivo claro: expandir el acceso a la
educación superior en un contexto donde las res-
tricciones económicas limitaban las oportunidades

de miles de estudiantes. Su diseño buscaba conectar la de-
manda creciente por acceder a la educación superior con un
sistema financiero que veía en la responsabilidad en el pago
de las obligaciones una fuente de crecimiento. Así, la banca
financiaría los estudios y el Estado actuaría como garante. Si
bien el diseño original no prestó toda la atención necesaria a
detalles importantes que afectarían, entre otras cosas, la cali-
dad de la educación superior, su eficacia en haber expandi-
do el acceso es indesmentible. Pero, a dos décadas de su
creación, se ha transformado
en un paradigma de cómo la
política, a partir de diagnósti-
cos erróneos e ideología in-
transigente, no solo no logró
perfeccionar una política pú-
blica, sino que desvirtuó y da-
ñó el financiamiento de la educación superior en general.

Así, hoy más de 550 mil personas están en mora con el
CAE —el total de deudores es cercano a 1,2 millones—, con
una deuda impaga que se acerca a los $4 billones, cifra que
casi se dobla si se consideran los pasivos acumulados por los
desertores del sistema de educación superior. Si se suman
todos los beneficiados, el porcentaje que dejó de pagar o tie-
ne una garantía ejecutada se acerca al 60%. Esta cifra ha ve-
nido creciendo de forma importante en la última década,
acrecentando las presiones sobre el presupuesto fiscal. Y es
que estamos frente a un sistema que no puede ser sostenido
sin apelar a la responsabilidad de pago de sus beneficiarios.

Frente a ello, el mundo político ha actuado sin medir
consecuencias. La implementación de la gratuidad (2016)
fue una respuesta equivocada a los problemas que tenía un
sistema de educación superior que se había expandido gra-
cias al CAE. El costo fiscal de la gratuidad, los problemas de
incentivos que generó y la ausencia de evidencia de que di-
cha política haya incrementado la productividad de los jó-
venes profesionales que enfrentan un mercado laboral de

rápida evolución han demostrado el error de diagnóstico
que la motivó. En paralelo, el CAE ha seguido operando
como complemento o como reemplazo de la gratuidad en
las instituciones que no se han sumado a ella. Quizás esto
explique la retórica que emergió desde una izquierda que,
sin poder terminar con el crédito por la vía legal, atacó su
sostenibilidad a partir de un mensaje político persistente: la
deuda universitaria es injusta, su condonación es deseable y
su eliminación, una promesa plausible. Esto tuvo un efecto
económico claro, al debilitar la expectativa de pago.

Los datos son consistentes con esta lectura. La propor-
ción de deudores en incumplimiento ha crecido sostenida-
mente y, en muchos casos, el Estado ya ha debido ejecutar la

garantía, transformando deu-
da privada en obligación fis-
cal. Pero el incumplimiento
no parece asociado a los nive-
les de ingresos de los egresa-
dos y se da incluso entre quie-
nes participan directamente

en el diseño de políticas públicas. Todo esto sugiere que el
problema principal no es la incapacidad de pago, sino los
desincentivos para responder por las obligaciones contraí-
das. Esto representa un retroceso no solo financiero sino so-
cial, con consecuencias que van mucho más allá del CAE.

Por lo mismo, corresponde resaltar el reciente aumento
en los pagos, tras el endurecimiento de las medidas de co-
branza que ha implementado la administración del Presi-
dente Kast. Bastó una señal creíble de exigibilidad para mo-
dificar el comportamiento de los deudores, lo que demues-
tra el rol de los incentivos y la importancia de brindar credi-
bilidad a un sistema que depende críticamente de la
responsabilidad de los beneficiarios. Y es que la actual situa-
ción financiera del CAE no es una consecuencia de su dise-
ño, ni de la evolución del mercado laboral o de los costos
educativos, sino el resultado de un mensaje de la política
que ha socavado su lógica. Mientras no se reconozca este
punto, cualquier intento de solución seguirá enfrentando el
mismo problema : un sistema donde no pagar dejó de ser la
excepción y pasó a ser la regla es simplemente insostenible. 
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CAE, reflejo del retroceso

Lo que todo el
país vio hace dos
días, en un recinto
universitario, la
Universidad Aus-
tral de Chile, en
Valdivia, no es algo
que deba sorpren-
dernos. Por supues-
to, debe seguir in-
dignándonos. Y, afortunadamente,
hasta ahora, el cobarde ataque del que
fue víctima la ministra de Ciencia ha
sido rechazado con amplia transversa-
lidad. No recuerdo un rechazo tan
transversal, políticamente hablando,
en octubre del 2019 o en medio del fra-
casado primer proceso constitucional,
en que las funas y cancelaciones
se convirtieron en una práctica
generalizada de parte de una iz-
quierda que creía tener superio-
ridad moral y ser dueña de una
verdad revelada. Y ante la cual,
muchos callaron. Fanatismo ca-
si religioso fue el que vivimos esos
años en nuestras calles y, lo más preo-
cupante, en las universidades del país,
particularmente en las públicas..., fa-
natismo que expelió su fétido hedor,
del que es muy difícil desprenderse
cuando uno lo ha sentido a pocos me-
tros, en la calle, en tu propia casa o en
una universidad (otrora templos sa-
grados del saber, hoy en muchos ca-
sos, feudos de facciones radicaliza-
das). Algo de ese “perfume” de la vio-
lencia sentí en el video que muestra a
una ministra huyendo de una horda
desaforada, mientras unas mujeres
(¿estudiantes, dirigentes quizás?) van

alentando con insultos subidos de to-
no a que se la “c…” a la “h…” (sic).
Dejar que barras bravas “ultras” en-
tren a la universidad es asegurar su
lumperización a futuro. Algo que, la-
mentablemente, estamos viendo to-
dos los días en liceos de todo el país, y
que llevamos años “observando”:
¡cuánto observador de la decadencia
tenemos y qué pocas autoridades dis-
puestas a poner fin a esa decadencia!

Lo ocurrido ayer en Valdivia suce-
dió porque, hasta ahora, las máximas
autoridades de universidades con si-
glos de historia han mostrado una pa-
ciencia rayana en la desidia ante las to-
mas, las funas y la cancelación. A veces
parece que hubieran tomado palco an-

te la destrucción y la decadencia. Estas
fuerzas anarquistas y alentadoras de la
anomia han tenido éxito en destruir
parte de nuestra educación pública
(particularmente, los liceos emblemá-
ticos, otrora orgullos de la nación). Si
no se las contiene ya, destruirán tam-
bién las universidades estatales, ya su-
ficientemente dañadas. Duele ver a
una Universidad Austral —uno de los
más loables proyectos universitarios
que ha dado identidad y desarrollo al
sur de Chile—, que ya venía con pro-
blemas de gestión, ahora infiltrada por
grupos fanatizados que, o son expulsa-
dos o ellos terminarán por destruirla

por dentro. La Universidad Austral
fue donde encontró asilo provisorio en
dictadura el filósofo chileno Jorge Mi-
llas, quien, en su “Idea de la universi-
dad”, afirma que la universidad es “el
último refugio que, en nuestra socie-
dad, corrompida por el mercantilismo
o por las ideologías políticas, puede
encontrar el libre discernimiento”. Si
una ministra de Estado no puede inau-
gurar tranquila el año académico en
una universidad, ¿qué queda para los
profesores y estudiantes atemorizados
por no comulgar con ideologías de
moda (aunque muy polvorientas, por
cierto) y con la fatídica unanimidad
que estas exigen? Las ideologías des-
truyen ese “refugio” (del que hablaba

Millas) de las ideas y el pensa-
miento libre, pues saben que son
un obstáculo para sus objetivos.

Grupos fascistas de lado y
lado (porque también hay fas-
cismo de izquierda, hay que de-
cirlo) comparten en común el

odio al saber, a la libertad de pensa-
miento. Ellos, como el general falan-
gista José Millán-Astray, que irrum-
pió en la Universidad de Salamanca en
1942, gritan con insolencia: “¡Viva la
muerte!” o “¡Muera la inteligencia!”
dentro de los pasillos universitarios. Y
a ellos hay que responder, antes de
que sea tarde, lo mismo que le respon-
dió Unamuno a la fuerza bruta: “Ven-
ceréis, pero no convenceréis”. Pero
aquí, todavía es posible evitar que
venzan. Estamos a tiempo, pero he-
mos tardado demasiado.
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¡No venceréis!

A veces parece que las autoridades

universitarias hubieran tomado palco

ante la destrucción y la decadencia.

Si desea comentar esta columna, hágalo en el blog.

Bastante cobardes son los matones
que agredieron a la ministra Ximena Lin-
colao en la Universidad Austral de Valdi-
via. Actuaron vandálicamente y debie-
ran ser sancionados como corresponde.
El ataque a la minis-
tra es una muestra
más de un sinnúme-
ro de hechos delic-
tuales que ocurren
tanto en colegios
como en universida-
des, y que hace mu-
cho rato superaron
los límites de lo tole-
rable. Son sucesos
que reflejan una im-
portante orfandad
moral y cívica de al-
gunos estudiantes y
de quienes apoyan o
fomentan este tipo de conductas.

Detrás de esta barbarie subyace una
prepotencia infinita, donde no hay diálo-
go ni se escucha a la autoridad, pues si
ella no dice o hace lo que ese grupo quie-
re, simplemente se arremete violenta-
mente en su contra, sin ningún respeto ni

por la persona ni por el cargo que osten-
ta. Asimismo, en estos agresores hay un
enorme desprecio por las formas, por
esa cortesía mínima que es una salva-
guarda precisamente ante el salvajismo

que vimos contra la
ministra y que antes
hemos observado
en otros recintos
educativos. 

Si el bandoleris-
m o n o s e a t a j a
pronto, ocurrirán
s i tuac iones aún
más graves que la-
mentar. Quizás to-
davía no es dema-
siado tarde para
reaccionar como
una sociedad que
prefiere la civili-

dad y no la atrocidad. La reflexión de-
be plantearse y la conclusión debiera
apuntar a dar señales colectivas de
rechazo a una violencia cada día más
enquistada.

D Í A  A  D Í A

La ministra agredida

RODERICUS

Frente al au-
mento de violen-
cia en las escuelas
chilenas, el Go-
bierno sugiere
instalar pórticos
de detección de
metales, revisar
mochilas y esta-
b lecer nuevas
agravantes pena-
les. Aunque estas
m e d i d a s s o n
comprensibles en un contexto de
alarma general, muestran, una vez
más, que existe un diagnóstico que
confunde el desorden visible con el
vacío invisible que lo origina.

Ese vacío se llama: la pérdida de
la autoridad legítima del docente.

Hannah Arendt lo advirtió con
claridad en su ensayo sobre la crisis
de la educación,
escrito en 1954 y
que sigue siendo
v i g e n t e . P a r a
Arendt, la autori-
dad no es simple-
mente poder o co-
acción, sino algo más sutil y exigen-
te: la responsabilidad del adulto de
guiar al recién llegado en un mundo
que preexiste a ambos. El maestro
no ejerce autoridad por fuerza, sino
que esta surge de la responsabilidad
asumida ante la sociedad y las nue-
vas generaciones. Cuando esa auto-
ridad desaparece, no hay libertad,
solo desorientación. Una escuela sin
jerarquías no libera, sino que aban-
dona a sus estudiantes.

El filósofo contemporáneo Gert
Biesta ha analizado este argumento
desde una perspectiva distinta. En
las últimas décadas, sostiene, ha
ocurrido una silenciosa, pero des-
tructiva transformación en la educa-
ción, que podemos llamar una
“aprendizaje-ización”: el docente
pasa a ser un facilitador, el estudian-
te se convierte en un cliente autóno-

mo y la acción de enseñar —ese acto
de transmitir algo del mundo a al-
guien que aún no lo conoce— desa-
parece del escenario. Una escuela
sin profesores que enseñen no es
más libre; es una institución que ha
renunciado a su función.

Estos diagnósticos señalan pro-
blemas que las leyes de convivencia
y los mecanismos de seguridad no
pueden resolver. En las últimas dos
décadas, el sistema escolar chileno
ha promovido una visión igualita-
rista que desconfía de las jerarquías,
elimina las diferencias de rol y con-
sidera autoritaria a la autoridad do-
cente. Esto ha llevado a la progresi-
va deslegitimación del profesor:
una figura sin peso simbólico, sin
respaldo institucional y sin la capa-
cidad de establecer límites que los
alumnos perciban como propios.

Sin autori-
dad legítima, no
se logra una dis-
ciplina internali-
zada; sin ella, no
existe una comu-
nidad escolar y,

sin esa comunidad, la violencia ocu-
pa el espacio. Los pórticos detectan
el metal; no el vacío.

Lo que requiere la escuela chile-
na es devolverle al docente su papel
central e insustituible. No como un
educador autoritario que se impone
por miedo, sino como un maestro
que enseña por conocimiento,
orienta por responsabilidad y esta-
blece límites porque le preocupa el
futuro de sus alumnos. Esa autori-
dad no se otorga por ley ni se logra
con cámaras de vigilancia. Se cons-
truye mediante la formación, el re-
conocimiento social, condiciones la-
borales dignas y una cultura escolar
que vuelva a situar la enseñanza —y
el aprendizaje que de ella surge—
en el núcleo de todo.
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Por
José Joaquín
Brunner
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